A C U E R D O  3 3 0 2

La Plata, 20 de diciembre de 2006.



VISTO: Lo dispuesto en el artículo 62 de la Constitución de la Provincia, la resolución de fecha 3 de octubre de 2006 dictada por la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo comunicada a esta Corte con fecha 4 de octubre de 2006, la vista conferida por despacho de la Secretaría de Asuntos Institucionales de la Suprema Corte  a la Junta Electoral provincial, la respuesta dada por ésta por resolución de fecha 30 de Octubre del mismo año; y el dictamen emanado de la Procuración General con fecha 22 de noviembre de 2006 y; 

 

CONSIDERANDO: Que el artículo 62 de la Constitución de la Provincia prescribe lo siguiente: “Habrá una Junta Electoral permanente, integrada por los Presidentes de la Suprema Corte de Justicia, el Tribunal de Cuentas y de tres Cámaras de Apelación del Departamento de la Capital, que funcionará...bajo la Presidencia del primero”. A su vez, el artículo 14 de la ley 5109 reproduce la cláusula constitucional. En tales normas se alude pues a los presidentes de tres Cámaras de Apelación de La Plata, sin nominarlas, ni predeterminarlas.

                        Que la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo ha solicitado, con fundamento en el artículo 62 arriba citado, que se arbitren los medios necesarios para disponer la integración regular de la Junta Electoral, toda vez que, a raíz de la creación y puesta en funcionamiento de aquel Tribunal de Alzada, en la ciudad capital tienen asiento y funcionan cuatro Cámaras y no tres, como hasta entonces sucedía. 

                         Que lo expuesto determina, a criterio de dicho Tribunal de Alzada, que su titular deba formar parte del órgano electoral y, por ende, que se establezca alguna modalidad de rotación entre los presidentes de las Cámaras de Apelación.



Que al contestar la vista conferida a instancias de esta Corte, la Junta Electoral sostuvo que no le correspondía pronunciarse sobre el señalado planteo; aunque en el voto por mayoría esbozado algunos argumentos contrarios al criterio sustentado por la Cámara en lo Contencioso Administrativo de La Plata.



Que al tomar la intervención que le compete (art. 13 inc. 15, ley 12061), la Señora Procuradora General con fecha 22 de noviembre, ha expedido un dictamen favorable a la posición sustentada por la peticionaria, que obra a fs. 13/16 de las presentes actuaciones.



Que las circunstancias imperantes al tiempo de la sanción del artículo 62 de la Constitución han cambiado con la incorporación al sistema judicial de la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativa con asiento en la ciudad de La Plata, situación que impone la necesidad de discernir cómo ha de integrarse la Junta Electoral.



Que el hecho de que la Cámara solicitante tenga jurisdicción territorial en más de un departamento judicial de manera alguna enerva el dato esencial que incorpora la ley 12.074 con sus respectivas reformas, decisivo en orden a la cuestión aquí abordada: la creación y puesta en funcionamiento de una cuarta Cámara de Apelación con asiento en la ciudad de La Plata y que en su competencia comprende a los casos correspondientes al Departamento Capital.



Que, por otra parte, el criterio propiciado por la solicitante tampoco halla óbice en el carácter permanente que poseen las presidencias de las Cámaras de Apelación en lo Civil y Comercial y en lo Penal, del departamento Judicial La Plata (art. 33, Ley 5827), en la medida en que ni la Constitución, ni la ley electoral 5109 como ninguna otra norma han reparado en ese atributo a la hora de disponer la integración del cuerpo. Vale recordar que el ordenamiento confía la conducción de la Junta al presidente de un órgano judicial, como esta Suprema Corte, cuyo titular, por imperativo constitucional (art. 162, Const. Pcial.), ha de rotar anualmente.



Que por lo demás tal como lo resalta el dictamen de la Señora Procuradora General, los asuntos sobre los que debe entender la Junta Electoral guardan mayor afinidad con la competencia del fuero contencioso administrativo. De allí entonces, la posición de la Cámara de dicho fuero aparte de adecuarse a la letra del artículo 62 de la Constitución es congruente con una inteligencia funcional del precepto.



Que, en tales condiciones, a falta de previsión legislativa se advierte una necesidad objetiva de regular la asignación de turnos o modalidades de rotación entre los presidentes de las Cámaras de La Plata involucradas, para adecuar la integración de la Junta Electoral al régimen constitucional. Con ello al tiempo que se evitan conflictos al interior del Poder Judicial, se garantiza mejor el ajuste a la juridicidad en la composición del órgano provincial, objetivo inherente al cometido primordial de esta Corte, aun frente a la omisión de los restantes poderes públicos, de velar por la plena vigencia de la Constitución (arts. 3 y concs., Const. Pcial., doc. causa B. 64.474, “Colegio de Abogados de la Provincia de Buenos Aires”, sent. del 19-III-2003).



Que, tal como sostiene la Procuración General, La Suprema Corte cuenta con atribuciones propias para atender las cuestiones que devengan necesarias para la mejor administración de justicia (cfr. arts. 164, 175 y concs. Const. Pcial., 32 y concs. Ley 5.827 con sus reformas), que son consubstanciales a la función de gobierno del Poder Judicial (Ac. y Sent. Vol. 1-4 Serie 3°, p. 410), por ser cabeza de dicho poder.



Que, más recientemente, ha reivindicado y ejercido tales potestades, incluso frente a diferencias entre órganos del Ministerio Público, a fin de intervenir en cuestiones suscitadas con motivo de “...decisiones de índole interno o de organización, adoptadas por ... dependencias integrantes del Poder Judicial” (Expte. 3001-844/02, res. de 20/11/02).



Que, en mérito a las facultades reglamentarias que el ordenamiento confiere al Tribunal (art. 164, Const. Pcial.), corresponde establecer las normas necesarias para atender la situación suscitada en las presentes actuaciones y resolverla en modo coherente con lo dispuesto en el artículo 62 de la Constitución.



Que en el diseño de la presente solución normativa se ha estimado conveniente y razonable que la Junta Electoral se integre con representantes de los diferentes fueros, en consonancia con lo postulado por la señora Procuradora General.



Que, por fin razones de seguridad jurídica determinan que la presente norma reglamentaria opere hacia el futuro; de modo tal que su eficacia no afectará la firmeza y la validez de los actos cumplidos por la Junta Electoral con anterioridad a su entrada en vigor.

                           POR ELLO, y en concordancia con lo dictaminado por la Procuración General, la Suprema Corte de Justicia en ejercicio de sus atribuciones,

A C U E R D A



Artículo 1º: Regúlese la forma de participación en la junta Electoral de la provincia de los presidentes de las distintas Cámaras de Apelación con asiento en la Capital.



Artículo 2º: Los presidentes de las Cámaras de Apelación en lo Civil y Comercial de La Plata integrarán la Junta Electoral de la Provincia en forma rotativa anual, por períodos que darán comienzo el 1° de marzo de cada año.

                
Artículo 3º: En el caso de la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo de La Plata, el presidente de dicho tribunal integrará la Junta Electoral de la Provincia durante el lapso anual correspondiente al ejercicio de dicha función. 



Artículo 4°: En el caso de la Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal de La Plata integrará la Junta Electoral el magistrado que ejerza aquella función.



Artículo 5°: El 28 de febrero de 2007 cesará de pleno derecho en sus funciones en la Junta Electoral el Presidente de la Cámara Segunda de Apelación en lo Civil y Comercial de La Plata, quien se reintegrará el 1° de marzo del año 2008 para reemplazar al titular de La Cámara Primera de Apelación en lo Civil y Comercial de La Plata. A partir de ese momento los presidentes de las Cámaras señaladas se sucederán en lo turnos rotativos anuales.



El día 1° de marzo de 2007 se incorporará a la Junta Electoral de la Provincia de Buenos Aires, como miembro del citado cuerpo, el Presidente de la Cámara Apelación en lo Contencioso Administrativo de La Plata, quien será sucedido conforme al turno rotativo vigente para las presidencias de esa Cámara, el día 8 del julio del año 2007.



Artículo 6°: Regístrese; comuníquese la presente a las Presidencias de la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo de La Plata, de la Cámara Primera de Apelación en lo Civil y Comercial de La Plata, de la Cámara Segunda de Apelación en lo Civil y Comercial de La Plata, de la Cámara de Apelación y Garantías de La Plata, a la Junta Electoral y publíquese por (3) días en el Boletín Oficial de la provincia de Buenos Aires.

DANIEL FERNANDO SORIA- LUIS ESTEBAN GENOUD- HILDA KOGAN- EDUARDO JULIO PETTIGIANI- EDUARDO NESTOR de LAZZARI. Ante mí: JORGE OMAR PAOLINI, CARLOS ALBERTO BARREDA.
DISIDENCIA DEL DOCTOR NEGRI



VISTO: La presentación formulada por el presidente de la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en la ciudad de La Plata, la contestación de la H. Junta Electoral de la Provincia de Buenos Aires a la vista conferida por esta Suprema Corte y el dictamen de la señora Procuradora General; 



Y CONSIDEREANDO: Que el art. 62 de la Constitución Provincial establece “...una Junta Electoral permanente, integrada por los presidentes de la Suprema Corte de Justicia, del Tribunal de Cuentas y de tres Cámaras de apelación del Departamento de la Capital, que funcionará en el local de la Legislatura, bajo la presidencia del primero. En caso de impedimento serán reemplazados por sus sustitutos legales”.



Que a su vez, el artículo 63 in fine dispone “...estas atribuciones y las demás que le acuerde la legislatura, serán ejercidas con sujeción al procedimiento que determine la ley”.



Que, en ese orden la ley 5109 (t.o. decreto 997/93), en su capítulo III, artículo 14, regula la integración de la H. Junta Electoral en los mismos términos del citado artículo 62.



Que, si bien a partir de la creación y puesta en funcionamiento de la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en la ciudad de La Plata (conf. art. 2 y 3 inc. 1° de la ley 12.074), se impone la necesidad de revisar la actual integración de la H. Junta Electoral, no corresponde que sea esta Suprema Corte quien la determine.



Que, la petición planteada en autos escapa al ámbito propio de la administración de justicia y su resolución -de indiscutible resorte legislativo- excede ampliamente el marco de atribuciones que por mandato constitucional y legal le han sido conferidas a este Tribunal de Justicia (conf. arts. 160, 161, 164 y conc. de la Constitución provincial y art. 32 y conc. Ley 5827, t.o. dec. 3702/92 y modif.)

Que en tales condiciones y conforme las facultades inherentes de cada una de los poderes públicos de la provincia, corresponde declarar la incompetencia de esta Suprema Corte y elevar las presentes actuaciones a la Legislatura provincial a los efectos que correspondan. Ello, aun así, para preservar un eventual control en términos del artículo 161 inc. 1° de la Constitución provincial y artículo 31 de la Constitución nacional.

Por ello, la Suprema Corte de justicia en uso de sus atribuciones, 

A C U E R D A:


Así disponerlo.


Regístrese y comuníquese.

HECTOR NEGRI. Ante mí: JORGE OMAR PAOLINI, CARLOS ALBERTO BARREDA.

DISIDENCIA DEL DOCTOR JUAN CARLOS HITTERS


VISTO: 


I-ANTECEDENTES

a) La Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en la Plata, mediante la Resolución de fecha 3/X/06, puso de manifiesto que habiéndose dispuesto su funcionamiento mediante resolución de esta Suprema Corte, n° 1559 del 7-VII-04, corresponde a fin de cumplir el mandato previsto en el artículo 62° de la Constitución Provincial, arbitrar los medios legales de rigor tendientes a dar fiel y acabado cumplimiento a la efectiva y real conformación de la Honorable Junta Electoral, antes del primer período electoral.

b) Habiéndosele conferido vista de la aludida presentación a la Junta Electoral Provincial. Con fecha 30-X-06, el organismo resolvió, por mayoría, establecer que hasta tanto los requisitos constitucionales y legales vigentes en la materia no sufran las modificaciones por los modos correspondientes, no le corresponde decidir sobre los planteos que se formulen a su integración conforme la Constitución y la ley.

c) Pasadas las actuaciones en vista a la Procuración General, la Titular del Ministerio Público se expide sosteniendo: i) la certeza del planteo introducido por la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo de La Plata, ii) la razonabilidad de incorporar al Presidente de la referida Cámara en el órgano electoral, iii) que la Suprema Corte de Justicia integra la cúspide del Poder Judicial y en ese marco es conducente e inherente al eficaz desenvolvimiento de las funciones que le son propias, atender aquellas cuestiones que devengan necesarias para la mejor administración de Justicia (arts. 164 y 175, Const. Prov., art. 32 ley 5827. Sobre esa base concluye que podría este Tribunal disponer la inclusión del Presidente de la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo de La Plata y lo conducente a la forma de intervención de los presidentes de las Cámaras Civiles y Comerciales, también de La Plata, conformando la integración de la Junta Electoral en concordancia con la manda constitucional y la normativa legal vigente (art. 62 Const. Prov., art. 14, ley 5109).

Y CONSIDERANDO: Que en forma liminar, corresponde determinar si esta Suprema Corte de Justicia tiene atribuciones, por vía de superintendencia, para resolver la problemática propuesta por la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo de La Plata.

a) Al respecto, el art. 62 de la Constitución Provincial establece que “habrá una Junta Electoral permanente, integrada por los Presidentes de la Suprema Corte de Justicia, del Tribunal de Cuentas y de tres Cámaras de Apelación del departamento de la Capital, que funcionará en el local de la legislatura, bajo la presidencia del primero. En caso de impedimento serán reemplazados por sus substitutos legales”.

Por su parte, el artículo 63, establece la competencia del aludido organismo: “Corresponderá a la Junta Electoral: 1° Formar y depurar el registro de electores; 2° Designar y remover los electores encargados de recibir los sufragios; 3° Realizar los escrutinios, sin perjuicio de lo que disponga la Legislatura en el caso de resolver la simultaneidad de las elecciones nacionales y provinciales; 4° Juzgar la validez de las elecciones; 5° Diplomar a los legisladores, municipales y consejeros escolares quienes con credencial, quedarán habilitados para ejercer sus respectivos mandatos. Estas atribuciones y las demás que le acuerde la Legislatura, serán ejercidas con sujeción al procedimiento que determine la ley”.

b) Que al dictar la ley 5109 el legislador reglamentó la integración, atribuciones y funcionamiento del organismo (capítulo III), limitándose -en lo que aquí interesa- a reproducir que: “Habrá una Junta Electoral permanente, integrada por los presidentes de la Suprema Corte de Justicia, del Tribunal de Cuentas y de tres Cámaras de Apelación del Departamento de la Capital o sus sustitutos en caso de impedimento” (art. 14).

c) Que hasta la puesta en marcha del nuevo fuero en lo Contencioso Administrativo en la Capital del al Provincia funcionaron tres Cámaras de Apelación (dos en lo Civil y Comercial y una en lo Penal (art. 12, ley 5827), con lo cual la integración de la Junta Electoral no generó dudas ni inconvenientes.

Ahora bien, con la habilitación de la Cámara en lo Contencioso Administrativo con asiento en esta ciudad -aunque con competencia regional- (art. 3 ley 12.074 -texto según ley 13.118-; Res. 1559 de la S.C.J.B., de fecha 7-VII-04), ese cuadro de situación se vio modificado, tal como lo pone de manifiesto el aludido órgano jurisdiccional en su resolución del 3-X-06.

Ciertamente, en la actualidad, en el Departamento Judicial La Plata (Departamento de la Capital, en términos constitucionales) ejercen funciones cuatro Cámaras de Apelación: dos en materia Civil y Comercial, una en lo Penal y una en lo Contencioso Administrativo, circunstancia que deja en evidencia la necesidad de definir el modo de integrar la Junta Electoral.

d) Que entre las atribuciones que a esta Suprema Corte le reconce la Constitución Provincial se encuentra la de hacer “su reglamento” (art. 164), esto es, dictar las normas convenientes a la mejor administración de Justicia.

Cabe, entonces, verificar si tal habilitación alcanza a la cuestión bajo análisis.

Que la inserción del referido organismo en la sección segunda, relacionada con el “Régimen Electoral”, su falta de pertenencia a la estructura orgánica del Poder Judicial (pese a que su integración concurran diversos magistrados judiciales), así como la inexistencia de función jurisdiccional en el quehacer de la Junta Electoral -que, dado el caso podría habilitar un control judicial ulterior, si correspondiere-, resultan datos determinantes para cerrar a esta Corte competencia para establecer su modo de integración.

e) Que tales límites para este Tribunal, en el ámbito de superintendencia , no significan que el actual estado de cosas pueda permanecer indefinido.

Que en la especie cobra relevancia la cláusula prevista a favor del legislador en el artículo 103 inciso 13 cuando le impone la obligación de: “Dictar todas aquellas leyes necesarias para el mejor desempeño de las anteriores atribuciones y para todo asunto de interés público y general de la Provincia, cuya naturaleza y objeto no corresponda privativamente a los poderes nacionales”.

Que tal posición está en línea con la actual reglamentación legal (capitulo III, ley 5109 -en particular, art. 14-) y se ve corroborada -además- ni bien se preste atención a que el constituyente habilitó al legislador a delinear otras atribuciones, así como definir el procedimiento a aplicar por la Junta Electoral (art. 63 “in fine”), encomienda cumplida al sancionarse la ley 5109.

Que por otra parte, y ante el hipotético supuesto de una indefinición “sine die” (omisión normativa), el planteamiento de un “caso” por la vía y en la forma pertinente, habilitaría el ejercicio de la jurisdicción (B. 64.474 “Colegio de Abogados de la Provincia de Buenos Aires”, sent. del 19-III-03).

POR ELLO, la Suprema Corte de Justicia, en ejercicio de sus atribuciones, 

A C U E R D A:

Por lo expuesto, entiendo que corresponde:

1) Declarar la incompetencia de esta Suprema Corte, para establecer -por vía de superintendencia-, el modo de integración de la Junta Electoral Provincial (art. 164, Const. Prov.).

2) Comunicar al Poder Legislativo lo aquí expuesto para que tome las medidas que correspondan, según sus atribuciones legales y constitucionales (arts. 63 “in fine” y 103 inc. 13 del la Const. Prov.; art. 14, ley 5109).

 3) Regístrese y comuníquese.

JUAN CARLOS HITTERS. Ante mí: JORGE OMAR PAOLINI, CARLOS ALBERTO BARREDA.

